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                                                             Mg. Mariel Azcacibar y Lic. Pablo Mas, Asesores Técnicos, tienen el agrado de dirigirse a Ud., atento a las preocupaciones expuestas por colegas de diferentes departamentos judiciales, en relación a los continuos pedidos de pericias en los que se incluye como punto específico el relevamiento del concepto vecinal y a las conflictividades que acarrea con los operadores judiciales requirentes la negativa a realizarlo, por lo que entendemos la importancia de su abordaje.
                                                            En principio, es dable destacar que, respecto a la temática no se han encontrado, prácticamente, producciones analíticas acerca de la misma. No obstante, se hallan algunas reflexiones críticas que dan cuenta de la inconveniencia de su producción.
                                                           Ya en el año 2.005, el trabajo realizado por las Trabajadores Sociales de Asesorías Periciales nucleados en A.P.A.P.B.A., “Perfil Profesional, Cuestión Metodológica, Intervención en Zonas de Peligrosidad”, en un esfuerzo por 



sistematizar y dar a conocer la tarea, acercaban una mirada sobre el tema, destacando:
“Entrevistas con vecinos del medio comunitario: En este Punto resulta fundamental aclarar que el objetivo del Perito A.S. al realizar este tipo de intervención es evaluar las condiciones en que se desenvuelve la cotidianeidad de un sujeto o grupo en su medio de pertenencia (por ejemplo, su incidencia en la evaluación de una posible reincorporación al medio luego de una privación de libertad). También puede ser utilizado como fuente secundaria de información en relación al funcionamiento de grupos vulnerables (por ejemplo, niños en riesgo), pero debe quedar claro a los magistrados y funcionarios que lo soliciten que de ningún modo un Perito A.S. recluta información testimonial para una causa. En tal sentido y teniendo en cuenta también el respeto a dichas fuentes, se abstendrá de mencionar datos de los mismos, vertiendo la evaluación profesional que devenga del análisis de los datos obtenidos. Lo anteriormente expuesto estaría ligado más a una tarea de, por ejemplo, las fuerzas de seguridad, pero en modo alguno es incumbencia de esta profesión”.

                                                               Más acá, cobran relevancia los análisis de Robles (Trabajo Social en el Campo Jurídico, pág. 139 – 140, 2013), los cuales son mencionados en innumerables trabajos y producciones sobre el Trabajo Social Forense.
                                                               El colega ubica el requerimiento de esta práctica entre las “distorsiones” de la prescripción ambientalista atribuida al Trabajo Social en el campo socio-jurídico, instalada desde los inicios de su inserción en el ámbito judicial (Juzgados de Menores, luego Asesorías Periciales) en la que la intervención de los Trabajadores Sociales estaba determinada por los magistrados y su objetivo era la  recolección de la mayor cantidad de datos posible, desde una perspectiva puramente descriptiva, en la que su interpretación y valoración quedara a cargo del propio magistrado, subsumida en un fuerte ejercicio de control social.
                                                            Sin embargo, entrando en terreno hipotético, pareciera que la tarea específica en cuestión pudiera ser una labor adjudicada al trabajo social y asumida acríticamente, o motivada por las concepciones de época, en tanto disciplina de intervención en lo social con inserción territorial, con el fin de legitimar, desde la institucionalidad civil y el aval profesional, prácticas vinculadas a las tareas de control y vigilancia territorial propias del ejercicio policial.
                                                         En este sentido, esas prácticas, con vigencia actual, se imponían como modelo de policiamiento a los espacios comunitarios (barrios, vecindarios), siendo subsidiarias de la gestión punitiva estatal, tributarias y sustentadas en el paradigma de la peligrosidad penal y la situación irregular, de las cuales también formaban parte una gama de actividades justificadoras de aprehensiones o detenciones, y consecuente judicialización, como por ejemplo las operadas en base a los conceptos de “merodeo” o “actitud sospechosa”, determinadas siempre desde la mirada de las fuerzas de seguridad y la condescendencia de la agencia judicial.
                                                       A la idea de concepto vecinal, se la dota de un instrumento de validación como el “Informe de concepto y solvencia”, cuya ejecución está más asociada al modelo de “informante”, propia de la investigación policial, que a una práctica con rigor técnico, puesto que se sustenta en la mera opinión de algunas personas (vecinos) elegidas al azar, discrecionalmente, por el encargado de recolectar la información, siendo traducido en testimonio 




certificado, a través de aquel instrumento, y pasible de ser utilizado en las decisiones judiciales.
                                                                 Tomamos como ejemplo para graficar su uso una sentencia del Tribunal de Casación Penal P.B.A. del año 2.016, en el que se considera:
 “Ahora bien, en lo que respecta al mal concepto vecinal que pesa sobre el encartado y que fuera motivo de agravio por parte del recurrente, debo decir que no existe impedimento alguno en computarlo como circunstancia agravatoria de la sanción, toda vez que el mismo resulta ser una cuestión fáctica adecuadamente establecida en la instancia anterior y sobre cuya configuración la defensa no ha formulado una crítica suficiente. En efecto, la misma consiste en la información que sobre el aquí acusado brindaron sus vecinos, los cuales han transmitido aspectos relativos a la conducta desaprensiva en sus relaciones de convivencia, reveladora de un comportamiento merecedor de una respuesta punitiva más intensa.
Por otra parte, debo señalar que no le asiste razón a la impugnante en cuanto entiende que dicho tópico debería estar subsumido en el antecedente, toda vez que este último no se sustenta en la personalidad del autor -como sí lo es el mal concepto- sino en el mayor reproche que cabe dirigirle al mismo por la insensibilidad o desprecio frente a las penas que le fueran impuestas con antelación. Dicha situación lo convierte en destinatario de un reproche superior por su mayor culpabilidad; reflejada en el desprecio a la advertencia de sufrir una pena luego de haber vivido con antelación esa experiencia negativa. En razón de lo expuesto, no existe óbice alguno en la mensuración como pauta agravatoria de la pena, el mal concepto que detentara el imputado A., el cual resulta del informe de concepto y solvencia de fs. 18, existente en el expediente principal.”
                                                           Como observamos, la ponderación del concepto vecinal está considerada desde su resultado, bueno/malo, más no cuestionado en lo que refiere a su metodología de relevamiento, siendo un insumo aceptado para su valoración. Se aprecia esta idea en no pocas resoluciones (C.69861, Sala 2da. T.C.P. B.A., C. 5589/19 C.A. y G.P. Pergamino, C.95335 S.C.B.A.). Se toma allí en consideración, como agravante o atenuante, tanto para discutir el monto de la pena, como para resolver la morigeración de una medida restrictiva de libertad.
                                                         Ahora bien, como se planteara inicialmente, para el Trabajo Social la producción del concepto vecinal como punto de pericia resulta controversial, toda vez que, como tal, no es una incumbencia profesional propia de la disciplina (es más, la Ac. 1793/78 habla de “informes vecinales” y no de relevamiento de concepto vecinal) y que, sin embargo, encuentra cierta legitimación, en tanto práctica históricamente atribuida desde espacios de saber ajenos e institucionalizada desde interpretaciones sesgadas de la normativa vigente, aun hacia y desde el interior de la profesión.
                                                              Entendemos que ha sido una práctica atribuida de hecho, asumida en las formas históricas de intervención en trabajo social, con una mirada alojada en el conservadurismo o la práctica moralizadora-educativa, que, en función de los avances teóricos y científicos del desarrollo de la profesión en su actual estado del conocimiento y ubicación en el contexto de las ciencias sociales hoy, es desacertado seguir desarrollando.
                                                             La Ac. 1793/78 redactada con la consulta previa a los peritos de entonces, según testimonios de algunos profesionales de otras especialidades y sobre los que luego se hizo un recorte, en su Art. 34 inc. B, indica que corresponde al Servicio de Asistentes Sociales: “Realizar informes vecinales…” (no informes de concepto vecinal), planteándolo como una de las modalidades de intervención, lo que suma y genera confusión en los propios profesionales del TS y los funcionarios que solicitan los puntos de pericia a los peritos de esta DGAP, porque ha resultado asimilado al relevamiento de concepto, hasta con especificaciones en cuanto a la identificación de las personas consultadas (número de documento, domicilio exacto, etc.). 


                                                                     Al respecto, cabe aclarar que no existía, en ese contexto, la Ley de ejercicio profesional de la Provincia de Buenos Aires, ni código de ética sancionado, los que datan del año 1.989, desde donde cotejar la formulación de incumbencias profesionales y principios éticos rectores de los profesionales del Trabajo Social.
                                                                  No obstante, y a la luz de los enunciados formalizados en la Ley 10.751/89 de Ejercicio Profesional, en cuanto a principios, incumbencias, obligaciones, secreto profesional, etc., la Ley Federal de Trabajo Social, el avance de tratados internacionales y su correspondencia en la normativa nacional en materia de DDHH, deviene necesario hacer, como mínimo, una relectura de aquel inciso. 
                                                                La realización de informes vecinales, para el trabajo social, no son la elaboración del mentado concepto vecinal que la interpretación de una mirada lineal supone e intenta imponer. La asimilación de ambos conceptos deviene un error, y la atribución de la tarea al trabajador social de la práctica acrítica histórica. 
                                                             En el contexto de la tarea pericial, y en las circunstancias en que el profesional lo considere, de acuerdo a lo que impliquen la estrategia y las herramientas metodológicas que evalúe procedentes para dar respuesta al o los interrogantes formulados por el requirente, podrá optar o no por entrevistar a vecinos, en tanto aquellos puedan constituirse como referentes, formar parte de la trama de contención, participar de redes de apoyo o ser facilitadores de recursos, siendo condición indispensable el consentimiento de la persona o las personas protagonistas del proceso judicial, velando por la protección del secreto profesional. Ello podrá formar parte del diagnóstico social al que arribe el Trabajador Social y de las posibles sugerencias para la articulación de medidas o estrategias de inserción social.
                                                               De tal forma, la labor se sustenta desde la perspectiva de la particular manifestación de la Cuestión Social, en tanto expresión de las desigualdades que se generan en la estructura social, del desigual acceso a bienes y servicios que se producen y como se encarnan esas desigualdades en lo concreto, en la relación entre el sujeto y sus necesidades, las cuales son histórica, económica, política y culturalmente construidas (M. Rozas Pagaza). Para lo cual se utilizan técnicas en el marco de la estrategia metodológica de intervención.
                                                              En tanto, concepto vecinal se construye sobre una modalidad de recolección de información de tipo declarativa, a modo de mera opinión, descontextualizada, deshistorizada, de un grupo reducido de personas, en general no más de tres, elegidas aleatoriamente, donde lo importante es la idea que esas personas tengan, en el aquí y ahora, del sujeto judicializado, otorgándosele al resultado de esa tarea carácter de objetividad irrefutable y susceptible de ser incorporado como ingrediente en decisiones posteriores. No se exige para ello ningún rigor técnico, ni metodológico, aspectos centrales, siempre exigibles, en la producción de pericias, ya no solo sociales, sino de cualquier especialidad profesional.


                                                           El modo de producirlo, además, tensiona el deber de vigilancia sobre el secreto profesional. Este principio relevante de la tarea profesional, se ve disminuido en tanto que las personas convocadas deben ser informadas expresamente del motivo por el cual se las solicita, propiciando su consentimiento para participar de la requisitoria, puesto que ésta no puede apoyarse en maniobras engañosas. Mientras que esa acción, para el caso, implica el develamiento de la situación de vida de quien se le solicita exprese su concepto. Esto pone en juego, directamente, el derecho de intimidad del sujeto en cuestión, su reputación, su dignidad, pero también agrega información susceptible de modificar esa idea, ese concepto, que la persona convocada como informante había forjado acerca de aquel.
                                                          Las formas declarativas, a modo de testimonios en un proceso judicial, conllevan en si la obligación de verdad y deben efectuarse ante autoridad judicial. El trabajo social no aporta este tipo de información en ningún caso, en razón que no es su objeto ni su fin. Asimismo, estaría incurriendo en una falta legal, aun cuando el cometido le fuera indicado por autoridad judicial, toda vez que tal declaración debe inscribirse en las formalidades y garantías del debido proceso.
                                                       De la mano de este menoscabo, se anuda el deterioro de los aspectos ético-políticos, en tanto principios que guían y orientan el ejercicio profesional, en razón de que, si se problematizaran estos aspectos, si se los pusiera en la superficie de la discusión y el debate acerca de las motivaciones, intencionalidades y utilizaciones que subyacen en el sustrato del concepto vecinal, no podría ser éste nunca considerado como insumo de valor positivo en la producción y finalidad del Trabajo Social aferrado a la vigencia y promoción de los DDHH.
                                                                  En este sentido, desestimando la posibilidad de que el concepto vecinal sea objeto de intervención del Trabajo Social, pasible de ser relevado mediante una técnica específica avalada y no siendo parte de sus incumbencias profesionales, distinguiéndolo de las entrevistas a terceros que se consideren necesarias realizar al momento de elaborar una pericia social de acuerdo a la estrategia de intervención planteada, comprometiendo los principios éticos, teóricos, metodológicos y técnicos que sustentan la profesión, entendemos que no debe ser abordado desde la práctica pericial.
                                                               La elaboración de diagnósticos sociales, supone un encuentro entre el conocimiento científico social y la realidad, pero esa realidad “no se compone solo de las representaciones que de ella tienen los sujetos” (Escalada, Fernández Soto y Fuentes, 2001). Se deben reconstruir en un proceso de intercambio y objetivación solo posible con el encuentro y la disposición de todos los soportes sensoriales posibles.
                                                               La elaboración y escritura de una pericia social, las modalidades de intervención y construcción de conocimiento de la profesión, el despliegue de sus procedimientos y el uso del andamiaje teórico, no 


requieren como insumo de la toma de testimonio, ya que la intervención profesional con la respuesta al requerimiento externo confeccionada como pericia social es, no la transcripción de dichos de terceros, sino la valoración situada. La elaboración de un dictamen pericial supone el encuentro de varias lógicas, de varias personas, diversos intereses, etc., pero es finalmente el perito quien significa todos esos discursos, observaciones, sentidos e información para elaborar su conclusión, dar respuesta a la petición judicial.
                                                                 En razón del objetivo que motiva el presente y lo vertido al respecto, remitimos a Ud. el escrito solicitándole, tenga a bien, considerarlo en función de la necesidad de acompañar argumentos a la práctica del Trabajo Social en función pericial.-

Mg. Mariel Azcacibar                                    Lic. Pablo Mas
   A.T. – D.G.A.P.                                           A.T. – D.G.A.P.
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